
Pronunciamiento sobre el permiso para la tala de 
árboles en Playa Panamá en aras de la protección de 

ambientes sanos y ecológicamente equilibrados
Acuerdo firme de la sesión ordinaria n.° 7003, artículo 7, 18 de junio de 2026

El Consejo Universitario, CONSIDERANDO QUE:

1.	 La Opinión Consultiva 32/25 de la Corte Interamericana de Derechos Humanos establece 
obligaciones para disminuir o mitigar el impacto del cambio climático, donde los bosques y los 
humedales juegan un papel fundamental. Esta señala específicamente que

	 (…) la estrategia de mitigación debe contemplar medidas destinadas a proteger la biodiversidad y 
los ecosistemas, particularmente aquellos que cumplen una función primordial en la regulación del 
sistema climático y los ciclos naturales del planeta, incluyendo los océanos y el ambiente marino y 
costero, los suelos, los bosques y los manglares.

2.	 La misma Corte considera que

	 (…) la estrategia de mitigación debe contemplar medidas orientadas a proteger la biodiversidad y 
los ecosistemas, particularmente aquellos que cumplen una función primordial en la regulación del 
sistema climático y los ciclos naturales del planeta, incluyendo los océanos y el ambiente marino y 
costero, los suelos, los bosques y los manglares.

3.	 El artículo 50 de la Constitución Política de la República de Costa Rica establece: (…) Toda persona tiene 
derecho a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado. Por ello, está legitimada para denunciar los 
actos que infrinjan ese derecho y para reclamar la reparación del daño causado. El Estado garantizará, 
defenderá y preservará ese derecho.

4.	 La sentencia 2014-8486 de la Sala Constitucional dispone que (…) Las omisiones al deber de 
protección del ambiente y de cumplimiento de la normativa ambiental son de relevancia constitucional, 
pues debido a la inercia de la Administración, en esta materia, se pueden producir daños irreversibles.

5.	 El artículo 3 del Estatuto Orgánico de la Universidad de Costa Rica establece que

	 (…) la Universidad de Costa Rica debe contribuir con las transformaciones que la sociedad necesita 
para el logro del bien común, mediante una política dirigida a la consecución de una justicia social, de 
equidad, del desarrollo integral, de la libertad plena y de la total independencia de nuestro pueblo.



6.	 El artículo 4 del Estatuto Orgánico de la Universidad de Costa Rica indica que la Universidad de Costa 
Rica tiene, como parte de sus principios orientadores (inciso f ), un compromiso con el medio 
ambiente, al establecer lo siguiente: Fomentar el mejoramiento de la relación ser humano-ambiente y 
el conocimiento, el respeto, la conservación y el uso sostenible de los recursos ambientales, así como la 
calidad del ambiente.

7.	 Las Políticas Institucionales 2026-2030 de la Universidad de Costa Rica, señalan:

	 Eje I. Universidad y Sociedad
1.5 	 Fomentamos el desarrollo de las regiones por medio de la integración de las áreas del conocimiento 

enfocadas a la solución de sus necesidades y al fortalecimiento de sus capacidades locales.

	 Eje V. Gobernanza universitaria
5.4 	 Protegemos el patrimonio artístico, biológico, documental, arquitectónico y cultural de la 

Universidad, de manera que se rescate, preserve, conserve y fomente su puesta en valor.
5.5 	 Fortalecemos el proceso de planificación de proyectos de inversión pública, el mantenimiento y la 

protección de la infraestructura universitaria.
5.9 	 Lideramos acciones que contribuyan al desarrollo de una comunidad universitaria sustentable 

desde sus actividades académicas y la gestión institucional.

8.	 El principio jurídico de in dubio pro natura implica que, en caso de duda, la persona operadora de 
justicia debe resolver en favor de la protección de la naturaleza.

9.	 La sesión de la Corte Plena n.° 28-2020, del 25 de mayo de 2020, establece que 

	 Todo operador de las normas ambientales deberá tener siempre presente el principio pro naturaleza, 
conforme al cual se evitarán los riesgos, se privilegiarán los intereses colectivos generales sobre 
los particulares, se favorecerá la preservación del medio ambiente y en caso de duda, se preferirá la 
interpretación que proteja el entorno de manera más amplia.

10.	El proyecto que se pretende desarrollar en Playa Panamá, ubicado en el distrito de Sardinal, en 
el cantón de Carrillo, Guanacaste, contempla la construcción de hoteles, residencias, canchas 
deportivas y otras instalaciones, en un área que se encuentra bajo la administración del Instituto 
Costarricense de Turismo, y según dos criterios técnicos, posee bosque considerado patrimonio 
natural del Estado por tratarse de terrenos estatales1.

11.	Dicho proyecto constructivo se plantea en etapas y, como primera fase, la empresa solicitó al 
Sistema Nacional de Áreas de Conservación (SINAC) el permiso para realizar la tala rasa de 748 

1	 Pomareda García, F. (2025, 28 mayo). Setena dio permiso para construir megaproyecto en playa Panamá donde empresa negó que 
hubiera bosque. Semanario Universidad. https://semanariouniversidad.com/pais/setena-dio-permiso-para-construir-megaproyecto-en-
playa-panama-donde-empresa-nego-que-hubiera-bosque/ 
Marinez, A. (2025, 13 de mayo). Sala IV estudia posibles irregularidades de proyecto habitacional en playa Panamá, en Guanacaste. 
Delfino.cr. https://delfino.cr/2025/05/sala-iv-estudia-posibles-irregularidades-en-proyecto-habitacional-en-playa-panama-en-guanacaste



árboles de 22 especies distintas, así como de su sotobosque. Mediante SINAC-OSRSCC-052-2026, 
del 9 de abril de 2026, el SINAC otorgó el acto habilitador correspondiente. 

12.	La posible tala rasa de 748 árboles en un bosque podría generar, por acción u omisión, daños graves 
a la vida silvestre, a los ecosistemas y a la biodiversidad en general.

13.	Además del eventual daño irreparable al ecosistema de la región, la tala rasa amenaza directamente 
la base misma del desarrollo turístico e inmobiliario de la zona, al impactar la belleza y la riqueza de 
los recursos naturales que constituyen la principal motivación para la visitación turística.

14.	En contraposición al artículo 50 de la Constitución Política de la República de Costa Rica, personas 
comunicadoras y activistas comunales están actualmente en riesgo por las consecuencias de 
una persecución directa de las personas desarrolladoras, lo que afecta seriamente su estabilidad 
económica y emocional.

15.	La Ley n.° 6758, Ley Reguladora del Proyecto Turístico Golfo de Papagayo, aprobada el 4 de junio de 
1982, acumula más de cuatro décadas de vigencia y responde a un modelo de enclave económico 
orientado al turismo de élite. Este marco normativo ha quedado desactualizado frente a los 
avances que Costa Rica y el mundo han desarrollado en materia socioambiental, participación 
comunitaria y sostenibilidad territorial. Además, el modelo impulsado bajo esta legislación no ha 
generado encadenamientos económicos sólidos ni beneficios significativos para las comunidades 
vecinas o para la provincia de Guanacaste. En este contexto, a finales de 2025, el docente de la 
Universidad de Costa Rica y especialista en derecho ambiental, Álvaro Sagot, presentó una acción 
de inconstitucionalidad (Expediente n.° 25-033926-0007-CO) que cuestiona precisamente el desfase 
entre la legislación ambiental vigente y el régimen excepcional del que goza el Polo Turístico Golfo 
de Papagayo.

16.	Existe un claro conflicto socioambiental en torno a si los 748 árboles autorizados a talar conforman 
un bosque o no. Ante la incertidumbre científica, resulta oportuno que la Universidad realice un 
estudio al respecto.

17.	Dado el amplio debate en el país sobre la gentrificación, la turistificación y el cuestionamiento 
creciente a este modelo de megaturismo y sus supuestos beneficios, así como el hecho de que la 
ley vigente del Polo Turístico Golfo de Papagayo responde a una visión anticuada del desarrollo 
turístico, se requiere un análisis integral y de fondo sobre los costos y beneficios de este modelo. 
Dicho análisis debe permitir actualizar, transformar y mejorar el tipo de turismo impulsado bajo este 
modelo, en el que se incorporen criterios de sostenibilidad ecológica, justicia social, participación y 
protección de las comunidades y territorios.



ACUERDA

1.	 Instar a las unidades académicas de la Universidad de Costa Rica con competencias en materia 
de biología, ecología, geografía y gestión ambiental a valorar —en el marco de su autonomía 
académica y después de solicitar las autorizaciones respectivas— la realización de estudios técnicos 
y científicos que contribuyan a determinar si el área donde se autorizó la tala de los 748 árboles en 
Playa Panamá reúne las características que permitan su clasificación como bosque, conforme a la 
normativa vigente y a los criterios técnicos aplicables.

2.	 Manifestar profunda preocupación por la amenaza actual a 748 árboles, ecosistemas y vida silvestre 
que dependen de estas 22 especies de árboles distintas, las cuales podrían ser taladas en Playa 
Panamá. 

3.	 Reafirmar, de manera particular que, en terrenos con bosque, propiedad del Estado, según la 
legislación nacional, no cabe otorgar permisos para la tala de árboles.

4.	 Exigir a las diversas instituciones gubernamentales, entre ellas el Instituto Costarricense de 
Turismo, la Secretaría Técnica Nacional Ambiental, el Ministerio de Ambiente y Energía y el 
Sistema Nacional de Áreas de Conservación, relacionadas con los permisos de construcción para 
proyectos inmobiliarios en la zona costera que cumplan con los convenios internacionales como 
la Convención de la Diversidad Biológica, la Constitución Política de la República de Costa Rica y la 
legislación nacional que establecen la obligación de proteger la biodiversidad, así como el derecho 
de todas las personas a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado, en correspondencia con 
el manejo adecuado de los ecosistemas boscosos.

5.	 Expresar solidaridad con las personas comunicadoras y líderes comunales que han sido víctimas 
de persecución, y reafirmar el derecho establecido en el artículo 50 de la Constitución Política de 
la República de Costa Rica para que todas las personas puedan denunciar los actos que infrinjan 
el derecho a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado y reclamar la reparación del daño 
causado; así como la obligación del Estado de garantizar, defender y preservar ese derecho.

6.	 Reafirmar el compromiso de la Universidad de Costa Rica con el medio ambiente y su obligación 
de fomentar el mejoramiento de la relación ser humano-ambiente, así como el conocimiento, el 
respeto, la conservación y el uso sostenible de los recursos ambientales y la calidad del ambiente.

ACUERDO FIRME.

Dr. Keilor Rojas Jiménez
Director


